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	RESUMEN EJECUTIVO



	Ministerios proponentes
	· Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación
· Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social.
	Fecha
	23/06/2020

	Título de la norma
	· Real decreto por el que se establecen las denominaciones comerciales nacionales admitidas en España y las denominaciones de productos conservados y preparados aplicables a los productos de la pesca y de la acuicultura.

	Tipo de memoria
	· Normal  X                    Abreviada  normal

	OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA

	Situación que se regula
	El proyecto de real decreto tiene por objeto:

· Establecer las denominaciones comerciales nacionales admitidas en España para los productos de la pesca y la acuicultura  incluidos en las letras a), b) c) y e) del anexo I del Reglamento (UE) nº 1379/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2013, por el que se establece la Organización Común de Mercados en el sector de los productos de la pesca y de la acuicultura, a afectos de proporcionar la información obligatoria establecida en el artículo 35 de dicho Reglamento.

· Establecer las denominaciones de alimentos conservados y preparados aceptadas en España para los productos de la pesca y acuicultura de las letras h) e i) del anexo I del Reglamento (UE) nº 1379/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2013, a afectos de proporcionar la información obligatoria sobre denominación de alimento establecida en el artículo 17 del Reglamento (UE) nº 1169/2011, sobre información alimentaria facilitada al consumidor

	Objetivos que se
persiguen
	La norma pretende adaptar la actual normativa en el ámbito nacional a los cambios científicos, a los nuevos patrones y hábitos de consumo y a la realidad comercial actual, así como a la existencia de la normativa de la Unión Europea en materia de información alimentaria al consumidor y de normas comunes de comercialización de determinados productos (como ocurre en el caso de algunas de las especies pesqueras más demandadas por el consumidor final, en el caso del atún, el bonito, las sardinas y los productos tipo sardina). 

Además, tiene como finalidad establecer y simplificar recogiendo en único cuerpo normativo tanto las denominaciones comerciales nacionales admitidas en España, como las denominaciones de alimentos en conserva y preparados aplicables a los productos de la pesca y de la acuicultura. 

Además, teniendo en cuenta el alcance y contenido de la norma, se introduce un procedimiento para la revisión y actualización del listado de denominaciones comerciales nacionales y de denominaciones de alimentos en conserva y preparados aplicables a los productos pesqueros y de la acuicultura. 

	Principales
alternativas
consideradas
	No se han considerado otras alternativas, al considerarse necesario la regulación del contenido proyectado mediante una norma. 

	CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO

	Tipo de norma
	· Real Decreto

	Estructura de la norma
	El proyecto de real decreto consta de una parte expositiva y de una parte dispositiva compuesta por siete artículos, dos disposiciones adicionales, una disposición transitoria única, una disposición derogatoria única y cuatro disposiciones finales, así como un anexo. 

	Informes
Recabados
	· Informe 26.5.4º de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre de la Secretaría General Técnica del Departamento.
· Informe 26.5.4º de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social.
· Informe 26.5.1º de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio
· Informe 26.5.1º de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del  Ministerio de Economía y Empresa.
· Informe 26.5 5º y 6º de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre del Ministerio de Política Territorial y Función Pública.
· Dictamen Consejo de Estado. 

	Trámite de consulta pública previa y de audiencia
e información pública
	Consulta a las comunidades autónomas y entidades representativas del sector, y audiencia pública.


	ANÁLISIS DE IMPACTOS

	Adecuación al
orden de
competencias
	
¿Cuál es el título competencial prevalente?

Este real decreto se dicta al amparo del artículo 149.1.13ª de la Constitución, que atribuye al estado las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.


	Impacto
económico y
presupuestario
	Efectos sobre la economía en general
	Mejora del funcionamiento de la comercialización pesquera

	
	En relación con la competencia
	
la norma no tiene efectos significativosX
	

la norma tiene efectos positivos sobre la competencia

[image: ]la norma tiene efectos negativos sobre la competencia

	
	Desde el punto de vista de las cargas administrativas
	
supone una reducción de cargas administrativasx


Cuantificación 
Estimada      

incorpora nuevas cargas administrativas

Cuantificación 
estimada:    150

[image: ] no afecta a las cargas administrativas

	
	
Desde el punto de vista de los presupuestos, la norma  


Afecta a los presupuestos de la Administración del Estado.



Afecta a los presupuestos de otras Administraciones Territoriales.

	


Implica un gasto.X




Implica un ingreso.


Tiene un efecto nulo

	
Impacto de género

	La norma tiene un impacto de género nulo.

	
Otros impactos considerados

	No tiene impacto sobre infancia y adolescencia o familia




1. OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA.

1.1 MOTIVACIÓN

En el artículo 169 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) se establece que la Unión debe contribuir a lograr un alto nivel de protección de los consumidores. 

Para lograr un alto nivel de protección de la salud de los consumidores y garantizar su derecho a la información, se debe velar por que los consumidores estén debidamente informados respecto a los alimentos que consumen. Las decisiones de los consumidores pueden verse influidas, entre otras cosas, por factores sanitarios, económicos, medioambientales, sociales y éticos. 
	
El artículo 37 del mencionado Reglamento (UE) nº 1379/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2013, se recoge que, a efectos de información obligatoria al consumidor, cada Estado miembro deberá publicar una lista de denominaciones comerciales aceptadas en su territorio junto con su nombre científico, para los productos incluidos en las letras a), b) c) y e) del anexo I de la OCM. 

Entre tales productos no constan, no obstante, los incluidos en las letras h) e i) del mencionado anexo, es decir, las preparaciones y conservas de pescados, moluscos crustáceos y demás invertebrados acuáticos pertenecientes a las partidas 1604 y 1605.

En relación a esto último, debe tenerse en cuenta que las denominaciones normalizadas aplicables los productos de la pesca conservados que se han venido aplicando en nuestro país son las recogidas en el anexo IV del Real Decreto 1521/1984, de 1 de agosto, por el que se aprueba la reglamentación técnico-sanitaria de los establecimientos y productos de la pesca y acuicultura con destino al consumo humano, norma que se encuentra parcialmente derogada, con excepción, precisamente, del mencionado anexo IV, del anexo VII y de los artículos 3 y 4. En este sentido, dado el tiempo transcurrido, y en consonancia con los cambios en  la normativa europea y nacional en materia pesquera, de información alimentaria y de seguridad alimentaria, se considera necesario adaptar las definiciones dadas en esos preceptos en relación a las formas de presentación, conservación y comercialización de los productos de la pesca y acuicultura y a las partes de los productos de la pesca, respectivamente. Al mismo tiempo, que se substituye el citado anexo IV del Real Decreto 1521/1984, de 1 de agosto, por lo dispuesto en el nuevo anexo del presente real decreto. 


Asimismo, cabe mencionar que actualmente se encuentra vigente la Orden de 15 de octubre de 1985, por la que se aprueban la Norma de Calidad para el Mejillón, Almeja y Berberecho en conserva, y la Norma de Calidad para los mejillones cocidos y congelados, en las que se regulan aspectos relacionados con la denominación de estos productos. 

En ambos casos se trata de normas de notable antigüedad. Los cambios acaecidos tanto en el mercado como en los patrones de consumo y en los caracteres de operadores y productos aconsejan proceder a una revisión de los mismos para adecuarlos a la realidad comercial actual.

Por otro lado, procede añadir que en el ámbito europeo se han establecido normas comunes de comercialización para determinados productos. Tal es el caso del Reglamento (CEE) nº 1536/92 del Consejo, de 9 de junio, por el que se aprueban normas comunes de comercialización para las conservas de atún y de bonito, y el Reglamento (CEE) nº 2136/89 del Consejo, de 21 de junio de 1989, por el que se establecen normas comunes de comercialización para las conservas de sardinas y de productos tipo sardina. 

La coexistencia de varios listados diferenciados, junto con la de unas normas comunes de comercialización aplicables a determinados productos, hace que sea conveniente una revisión de conjunto de los mismos, de manera que exista un único listado que pueda ser actualizado por la Secretaría General de Pesca de forma ágil, teniendo para ello en cuenta el desarrollo científico y taxonómico, así como el impulso comercial y tecnológico que ha experimentado la industria transformadora española durante las últimas décadas, con la aparición de nuevos productos y elaboraciones, y que venga a potenciar, al propio tiempo, la seguridad jurídica de operadores y consumidores.

Además, en el caso de los productos pertenecientes a las partidas 1604 y 1605 de la Nomenclatura Combinada (NC), han de tenerse en cuenta determinados aspectos recogidos en el Reglamento (UE) nº 1169/2011, del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre la información alimentaria facilitada al consumidor, concretamente en lo relativo a la información obligatoria a facilitar al consumidor.

Dicho esto, conviene añadir que la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del Estado, en su artículo 75, establece los instrumentos de la política de comercialización y transformación de los productos pesqueros, contemplando la posibilidad de aplicar medidas para la normalización de los productos a lo largo de toda la cadena de comercialización, para así dotar de transparencia al mercado y posibilitar una adecuada información al consumidor, en especial acerca de la naturaleza y el origen de los productos. 

1.2 OBJETIVOS 

La norma pretende adaptar la actual normativa nacional a los cambios científicos, a los nuevos patrones de consumo y a la realidad comercial actual, así como a la existencia de una normativa de la Unión en materia de información alimentaria al consumidor y de normas comunes de comercialización de determinados productos (como ocurre en el caso de algunas de las especies pesqueras más demandadas por el consumidor final, en el caso del atún, el bonito, las sardinas y los productos tipo sardina), reuniendo en un único acto las denominaciones comerciales nacionales y las denominaciones de alimentos en conserva y preparados aplicables a los productos de la pesca y de la acuicultura. Del mismo modo, la norma pretende regular el procedimiento para la actualización del listado de oficio o por recepción de solicitudes.

Concretamente, el real decreto tiene por objeto:

a) Establecer las denominaciones comerciales nacionales admitidas en España para los productos de la pesca y la acuicultura  incluidos en las letras a), b) c) y e) del anexo I del Reglamento (UE) nº 1379/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2013, por el que se establece la Organización Común de Mercados en el sector de los productos de la pesca y de la acuicultura (en adelante OCM), a afectos de proporcionar la información obligatoria establecida en el artículo 35 de dicho Reglamento.

b) Establecer las denominaciones de alimentos en conserva o preparados aceptadas en España para los productos de la pesca y acuicultura de las letras h) e i) del anexo I del Reglamento (UE) nº 1379/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2013, a afectos de proporcionar la información obligatoria sobre denominación de alimento establecida en el artículo 17 del Reglamento (UE) nº 1169/2011, sobre información alimentaria facilitada al consumidor.

1.3 ALTERNATIVAS

No hacer nada y mantener un real decreto, derogado prácticamente en su total extensión, y que también se encuentra desactualizado en muchos sentidos, así como mantener la Resolución del 24 de mayo de 2019, de la Secretaría General de Pesca, por la que se publica el listado de denominaciones comerciales de especies pesqueras y de la acuicultura admitidas en España, y la Orden que regula la norma de calidad de varios productos pesqueros (mejillón, berberecho, etc.). 

2. CONTENIDO, ANÁLISIS JURÍDICO Y DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN

A continuación, se hace una descripción de la estructura del proyecto de real decreto por el que se regulan las denominaciones comerciales nacionales admitidas en España y las denominaciones de alimento de las conservas y preparados de los productos de la pesca y la acuicultura. 


2.1 ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO DE REAL DECRETO	

El proyecto consta de un preámbulo, cinco artículos, una disposición transitoria única, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales. 

El artículo 1 establece el objeto del real decreto.
El artículo 2 establece las definiciones aplicables en este real decreto.
El artículo 3 regula el requisito previo para la venta de los productos de pesqueros y de la acuicultura al consumidor final o a colectivos.
El artículo 4 recoge la revisión anual del listado de denominaciones comerciales nacionales y de denominaciones de alimentos en conserva y preparados aplicables a los productos pesqueros y de la acuicultura
El artículo 5 establece el procedimiento para la elaboración y revisión del listado de denominaciones comerciales nacionales y de denominaciones de alimentos en conserva y preparados aplicables a los productos de la pesca y de la acuicultura por parte de los operadores.
El artículo 6 regula la cooperación administrativa con las comunidades autónomas en ejercicio de sus competencias.
El artículo 7 establece el régimen sancionador.
La disposición adicional primera establece la cláusula del mercado único. 
La disposición adicional segunda regula el uso de denominaciones de alimento alternativas en los productos en conserva elaborados con Sardina pilchardus, Trachurus spp., Auxis rochei, Auxis thazard, Merluccius spp y Macruronus spp.
La disposición transitoria única se refiere al régimen de transitoriedad para la comercialización de existencias de productos conserva o preparados y envases rotulados.
La disposición derogatoria única por la que se deroga la normativa mencionada. 
La disposición final primera por la que se establece una modificación de los artículos 3 y 4 del Real Decreto 1521/1984, de 1 de agosto, por el que se aprueba la Reglamentación Técnico-Sanitaria de los Establecimientos y Productos de la Pesca y Acuicultura con Destino al Consumo Humano.
La disposición final segunda en la que se establece el título competencial. 
La disposición final tercera por la que establece la facultad de desarrollo. 
La disposición final cuarta establece la entrada en vigor del citado proyecto de real decreto. 
Anexo con las denominaciones

2.2 ANÁLISIS JURÍDICO

Respecto a lo dispuesto en la disposición final tercera, se prevé que el presente proyecto normativo entre en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado, pues resulta, en todo caso, necesario que despliegue todos sus efectos jurídicos desde ese mismo momento, sin que quepa demora ni dilación en su aplicación. 

A la presente norma, le afecta tanto la legislación nacional como la normativa de la Unión Europea. 

2.2.1 Legislación nacional: 

1. La Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del Estado.
En su artículo 75, establece los instrumentos de la política de comercialización y transformación de los productos pesqueros, contemplando la posibilidad de aplicar medidas para la normalización de los productos a lo largo de toda la cadena de comercialización, para así dotar de transparencia al mercado y posibilitar una adecuada información al consumidor, en especial acerca de la naturaleza y el origen de los productos.  

El presente real decreto desarrolla tal normativa, siendo coherente con su contenido.

2.2.2 Legislación de la Unión Europea: 

Los principales Reglamentos implicados en las denominaciones comerciales nacionales y las denominaciones de alimentos en conserva y preparados de productos de la pesca y la acuicultura son los siguientes: 

1. Reglamento (UE) nº 1380/2013, de 11 de diciembre sobre la política pesquera común. 

2. Reglamento (UE) nº 1379/2013, de 11 de diciembre, por el que se establece una organización común de mercados en el sector de los productos de la pesca y de la acuicultura. 

3. Reglamento (CE) nº 178/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2002, por el que se establecen los principios y los requisitos generales de la legislación alimentaria.

4. Reglamento (UE) nº 1169/2011, del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre la información alimentaria facilitada al consumidor.

5. Reglamento (CEE) nº 1536/92 del Consejo, de 9 de junio, por el que se aprueban normas comunes de comercialización para las conservas de atún y de bonito.

6. Reglamento (CEE) nº 2136/89 del Consejo, de 21 de junio de 1989, por el que se establecen normas comunes de comercialización para las conservas de sardinas y de productos tipo sardina.

El presente real decreto aplica tales normativas, siendo coherente con su contenido.

2.2.3 Normativa que quedará derogada: 
Las normas que quedarán derogadas se detallan a continuación: 

El anexo VI del Real Decreto 1521/1984, de 1 de agosto, por el que se aprueba la Reglamentación Técnico-Sanitaria de los Establecimientos y Productos de la Pesca y Acuicultura con Destino al Consumo Humano. 

El artículo 2 de la Orden de 15 de octubre de 1985 por la que se aprueba la Norma de calidad para el mejillón, almeja y berberecho en conserva.

El artículo 2 de la Orden de 15 de octubre de 1985 por la que se aprueba la Norma de calidad para los mejillones cocidos y congelados.

La Resolución de 24 de mayo de 2019, de la Secretaría General de Pesca, por la que se publica el listado de denominaciones comerciales de especies pesqueras y de acuicultura admitidas en España.

Entrada en vigor

La disposición final tercera prevé su entrada en vigor de conformidad con lo previsto en el segundo párrafo, in fine, del artículo 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, el 1 de julio de 2019. 


2.3 DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN. CONSULTAS Y PROCEDIMIENTO DE ELABORACIÓN

La Dirección General de Ordenación Pesquera y Acuicultura de la Secretaría General de Pesca, a través de la Subdirección General de Acuicultura y Comercialización Pesquera, ha redactado el proyecto de real decreto. Es voluntad de este centro directivo, dada la trascendencia en la cadena de comercialización de los productos pesqueros, consensuar en la mayor medida posible esta norma con las comunidades autónomas y representantes del sector afectados por su contenido normativo. 

Se ha elaborado un texto inicial fechado el 5 de agosto de 2019, para su estudio e informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio, para su estudio e informe así como para recabar informe de los Ministerios afectados por la materia conforme a lo establecido en el procedimiento de elaboración normativa en la Ley 50/1997, de 27 de noviembre. 
Este texto del proyecto ha sido sometido al trámite de audiencia e información públicas. Además, se ha sometido al trámite de consulta de las comunidades autónomas, y de audiencia del sector afectado. 

Descripción de la tramitación:

El texto del proyecto va a seguir el siguiente iter procedimental:

Elaboración de un nuevo proyecto en abril de 2019 por parte de la Dirección General de Ordenación Pesquera y Acuicultura. 
· Conforme a lo dispuesto en el artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, así como el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, se ha efectuado el trámite de consulta pública previa con el objeto recabar la opinión de los sujetos y organizaciones potencialmente afectadas por la futura norma acerca de los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa, la necesidad y oportunidad de su aprobación, los objetivos de la norma y las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. La consulta previa es, por tanto, un trámite anterior a la propia elaboración del texto normativo y tiene por objeto conocer la opinión de los interesados con carácter previo a la redacción misma del proyecto para poder tener en cuenta las preocupaciones y necesidades de los interesados a la hora de redactar la norma. 
· Se ha realizado el trámite de audiencia e información pública conforme a lo dispuesto en el artículo 26.6 de la citada ley 50/1997, de 27 de noviembre de modo que se ha expuesto el proyecto en la página web del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.
· Se ha remitido el proyecto a las comunidades autónomas, a las organizaciones del sector y a los interlocutores sociales.
· Se ha solicitado informe 26.5.4º de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social, al ser coproponente en la elaboración de esta norma. El 1 de octubre de 2019 se recibe el citado informe con observaciones, la mayor parte de las cuales han sido tenidas en cuenta en la redacción final del texto. Sólo se ha matizado alguna de las consideraciones por motivos fundados, singularmente, en el artículo 4 se ha mantenido que la notificación de las resoluciones individuales de solicitudes de modificación de los listados se realicen en la página web del Ministerio en virtud del artículo 45.1, puesto que la exigencia del apartado 3 relativa al boletín oficial se refiere al lugar en que se concrete dónde ha de producirse, que será en efecto el "Boletín Oficial del Estado" pues es donde se va a publicar la presente norma, habilitando, como ocurre por ejemplo con las convocatorias de los procesos selectivos, a la sucesiva publicación de los actos en el lugar descrito en ese mismo lugar.
· Se ha solicitado informe 26.5.5º y 6º del Ministerio de Política Territorial y Función Pública. El 2 de octubre se reciben ambos informes. No se otorga la aprobación previa a la espera de nueva emisión, teniendo en cuenta las consideraciones realizadas por este Departamento. Se solicita nuevamente la aprobación previa, remitiendo texto y memoria el 27 de noviembre para su consideración y se recibe de nuevo la denegación con nuevas observaciones. Tras haberse revisado el texto del proyecto y memoria, incluyendo el contenido del último informe recibido del citado Departamento, se va a solicitar si procede, en su caso, la mencionada aprobación previa. Respecto al informe 26.5.6º de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, sobre la  distribución de las competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Dicho Ministerio formula la siguiente consideración: “El contenido del proyecto se relaciona, con carácter prevalente, con el artículo 149.1.13ª de la Constitución Española que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. No obstante, como ya se ha señalado en el presente informe, desde la perspectiva competencial si bien cabe aceptar que sea la Secretaría General de Pesca el organismo competente para revisar el contenido del mencionado listado, resulta cuestionable que se le otorguen las facultades para resolver sobre las solicitudes de inclusión, modificación o eliminación de denominaciones comerciales, pues, al suponer actividades ejecutivas, su ejercicio correspondería a las Comunidades Autónomas, por lo que, desde una perspectiva competencial sería preciso que se atribuyese a las autoridades competentes de las Comunidades Autónomas las facultades para la resolución de las solicitudes de inclusión, modificación o eliminación de denominaciones comerciales, pudiendo el Estado mantener un listado de ámbito estatal y a título informativo, siendo constitutivas las resoluciones autonómicas”.
Respecto a esta cuestión, se justifica y se remite para su respuesta y a la fundamentación jurídica realizada en el apartado 3.2 de esta memoria de impacto normativo, referido a la distribución de la norma a la distribución de competencia. 
· Se ha recibido informe 26.5.1º del Ministerio de Economía y Empresa.
· Se ha solicitado informe 26.9 del Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad 5. Pendiente de recibirse dicho informe.
· Se ha solicitado informe 26.5.1º del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio. Pendiente de recibirse dicho informe.
· Procedimiento previsto en el Real Decreto 1337/1999, de 31 de julio, por el que se regula la remisión de información en materia de normas y reglamentaciones técnicas y reglamentos relativos a los servicios de la sociedad de la información. No obstante, no se considera necesario prever una cláusula de reconocimiento mutuo para los productos de la pesca y la acuicultura  incluidos en las letras a), b) c) y e) del anexo I del Reglamento (UE) n ° 1379/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2013, por el que se establece la organización común de mercados en el sector de los productos de la pesca y de la acuicultura, se modifican los Reglamentos (CE) n ° 1184/2006 y (CE) n ° 1224/2009 del Consejo y se deroga el Reglamento (CE) n ° 104/2000 del Consejo puesto que en su artículo 37, dispone que “a efectos de lo dispuesto en el artículo 35, apartado 1, los Estados miembros confeccionarán y publicarán una lista de las denominaciones comerciales aceptadas en sus respectivos territorios, junto con sus nombres científicos para dichos productos. Dicha lista deberá mencionar: a) el nombre científico de cada especie, de conformidad con el sistema de información FishBase o, en su caso, con arreglo a la base de datos AFSIS de la Organización para la Alimentación y la Agricultura (FAO), b) la denominación comercial: i) el nombre de la especie en la lengua o lenguas oficiales del Estado miembro interesado, ii) cuando proceda, cualquier otro nombre o nombres que estén aceptados o permitidos a nivel local o regional.
· El proyecto se someterá, una vez concluida la tramitación, se someterá a dictamen del Consejo de Estado.
· Una vez elaborado el texto definitivo del proyecto de real decreto se elevará al Consejo de Ministros para su aprobación, previo debate en la Comisión de Secretarios de Estado y Subsecretarios.  

La presente memoria se irá actualizando para incluir la referencia a las consultas realizadas en el trámite de audiencia y otros informes evacuados durante la tramitación normativa para reflejar el modo en que las observaciones contenidas en éstos, así como el resultado del trámite de audiencia, hayan sido tenidas en consideración por los Ministerios proponentes. 

3. ANÁLISIS DE IMPACTOS

3.1 CONSIDERACIONES GENERALES

El proyecto de real decreto toma toda la legislación vigente en materia de denominaciones comerciales nacionales admitidas en España y denominaciones de alimentos en conserva y preparados de productos de la pesca y la acuicultura, sin que en un futuro cercano haya modificaciones previsibles del Derecho de la Unión Europea que generen la obsolescencia del mismo en un corto período de tiempo. 

Este real decreto va a permitir clarificar los mercados y proporcionar al consumidor una información más completa de los productos.
 

3.2 ADECUACIÓN DE LA NORMA AL ORDEN DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS

Para valorar la adecuación de la ley al orden constitucional de competencias es preciso enmarcar la regulación desde el punto de vista competencial, identificando los títulos que habilitan al Estado para llevar a cabo la regulación. 

Este real decreto se dicta al amparo del artículo 149.1.en su regla 13.ª de la Constitución, que atribuye al Estado las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. 

La Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del Estado, establece en sus títulos II y III la normativa básica de ordenación del sector pesquero y de comercialización y transformación de los productos pesqueros, facultando al Gobierno para su desarrollo reglamentario, señalando el artículo 77 que, a lo largo del proceso de comercialización de los productos de pesca, los productos deben estar correctamente identificados y cumplir toda la normativa que se establezca, especialmente la que se refiere, en lo que aquí importa, a la denominación.

Este artículo 77 se inserta en el título III de la señalada Ley, que, de acuerdo con su disposición adicional segunda, constituye legislación básica de ordenación de la actividad comercial y se dicta al amparo del artículo 149.1.13.ª de la Constitución.

El Estado posee, pues, competencias que le son propias al amparo de la competencia prevista en el artículo 149.1.13ª para regular sectores económicos con carácter básico, como el de la pesca, y así la jurisprudencia constitucional permite al Estado determinar las bases comunes normativas de los sectores con incidencia económica. 

Sobre el punto de la competencia estatal de la regla 13ª del artículo 149, el Tribunal Constitucional ha entendido que “esta competencia no ha de confundirse con la potestad general de dictar bases en una determinada materia, en el sentido de establecer un común denominador normativo dirigido a asegurar, de manera unitaria y en condiciones de igualdad, los intereses generales a partir del cual pueda cada Comunidad Autónoma, en defensa de sus propios intereses, introducir las peculiaridades que estime convenientes y oportunas, dentro del marco competencial que en la materia le asigne su estatuto” (entre otras SSTC 69/1988, de 19 de abril; 109/2003, de 5 de junio; y 136/2012, de 19 de junio).   

Asimismo, el Tribunal ha declarado repetidamente desde la STC 95/1986, de 10 de julio, que “las bases de la planificación general de la actividad económica consisten en el establecimiento de las normas estatales que fijen las líneas directrices y los criterios globales de ordenación de sectores económicos concretos, así como las previsiones de acciones o medidas singulares que sean necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación de cada sector” (STC 135/2012, de 19 de junio. 

Así, con palabras de la Sentencia del Tribunal Constitucional 45/2001, de 15 de febrero, «el artículo 149.1.13 CE puede amparar tanto normas estatales que fijen las líneas directrices y los criterios globales de ordenación de sectores económicos concretos, como previsiones de acciones o medidas singulares indispensables para alcanzar los fines propuestos en dicha ordenación (STC 155/1996, de 9 de octubre, F.4 y jurisprudencia en ella citada)». En definitiva, el Estado tiene reservada, por el mencionado artículo 149.1.13.ª, una competencia de dirección en la que tienen cobijo normas básicas y, asimismo, previsiones de acciones o medidas singulares que sean necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación del sector (STC 117/1992, de 16 de septiembre). Ello se debe a su carácter transversal ya que aun existiendo una competencia sobre un subsector económico que una comunidad autónoma ha asumido como «exclusiva» en su Estatuto, esta atribución competencial no excluye la competencia estatal para establecer las bases y la coordinación de ese subsector, y que el ejercicio autonómico de esta competencia exclusiva puede estar condicionado por medidas estatales, que en ejercicio de una competencia propia y diferenciada pueden desplegarse autónomamente sobre diversos campos o materias, siempre que el fin perseguido responda efectivamente a un objetivo de planificación económica» (Sentencia del Tribunal Constitucional 74/2014, de 8 de mayo).

De esta manera, el Tribunal Constitucional ha admitido que, en sus propias palabras, “esta competencia (las bases y coordinación de la actividad económica) ampara todas las normas y actuaciones, sea cual sea su naturaleza, orientadas al logro de tales fines”, entre los que la doctrina constitucional ha situado, por ejemplo, el de garantizar el mantenimiento de la unidad de mercado, pero también el de “alcanzar los objetivos de la política económica general o sectorial” ( STC 96/1990, y en el mismo sentido SSTC 80/1985 y 188/1989) así como el de “incidir en principios rectores de la política económica y social” SSTC 95/2002; 190/2002: 228/2003; y 230/2003).

Del mismo modo, en relación con la competencia del Estado en la materia de ordenación pesquera de la regla 19ª, el Tribunal Constitucional ha dictado, entre otras, las Sentencias 56/1989 y 147/1991, señalando que el concepto de ordenación del sector pesquero incluye a ”(…) quienes pueden ejercer la actividad pesquera, ya sea la directamente extractiva o alguna otra relacionada con ella, las condiciones que deben reunir tales sujetos integrantes del sector y su forma de organización.” Y que, en este ámbito, el Estado tiene la competencia para dictar la legislación básica correspondiendo a las comunidades autónomas el desarrollo legislativo y la ejecución de las normas.

En consecuencia, y sin perjuicio de que las comunidades autónomas puedan proponer a la Secretaría General de Pesca, la inclusión de nuevas denominaciones comerciales nacionales, así como de denominaciones de alimentos en conserva y preparados aplicables a los productos pesqueros y de la acuicultura aceptadas o toleradas en el ámbito local o regional, deben respetar, en todo caso, las denominaciones comerciales nacionales y denominaciones de alimentos en conserva y preparados de especies pesqueras y de acuicultura dictadas al amparo de tales títulos competenciales conferidos al Estado. Asimismo, para asegurar la completa efectividad de la medida, las comunidades autónomas podrán solicitar de la Secretaría General de Pesca la fijación de las denominaciones comerciales singulares en su territorio.

Este listado, por tanto, opera como un mínimo común normativo indisponible para el legislador autonómico ya que se ancla en las competencias estatales para asegurar el correcto ejercicio de las funciones de ordenación pesquera, unidad de mercado, actividad económica y comercial y planificación general de la actividad económica.

Las comunidades autónomas participan en estas denominaciones pues pueden proponer al órgano competente su modificación, pero el régimen de autorizaciones ha de ser necesariamente estatal por cuanto, además de ser competente, sólo en sede estatal se garantizan dos elementos nucleares de esta actividad:

· Por un lado, asegurar la unidad de mercado como principio constitucionalmente protegido, que hace necesario que las denominaciones comerciales de productos –restringidas en aplicación de la normativa europea y nacional- sean las mismas en todo el país.
· Por otro lado, este listado es el empleado para los operadores internacionales en sus transacciones en este tipo de productos, tanto desde operadores españoles al extranjero como de operadores extranjeros que comercialicen en España sus productos.

Debe tenerse en cuenta, además, que la reciente Sentencia del Tribunal Constitucional 79/2017, de 22 de junio, que declaró la inconstitucionalidad parcial de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado, sentó la siguiente doctrina: “cuando de lo que se trata es de excepcionar el principio de territorialidad otorgando eficacia extraterritorial a actos ejecutivos autonómicos que aplican un derecho propio que no es equivalente al derecho adoptado en el territorio en el que se debe reconocer tal eficacia o directamente se trata de otorgar eficacia extraterritorial a disposiciones normativas autonómicas que establecen un estándar distinto al estándar que fija la normativa autonómica del lugar de destino, la ruptura del principio de territorialidad constitucionalmente consagrado y estatutariamente reconocido supone obligar a una Comunidad Autónoma a tener que aceptar dentro de su territorio una pluralidad de políticas ajenas. Aceptación que choca con la capacidad para elaborar sus propias políticas públicas en las materias de su competencia (STC 13/1992, de 6 de febrero, FJ 7, entre otras) y entraña la constricción de su autonomía al permitirse la aplicación en el territorio de la Comunidad Autónoma de disposiciones adoptadas por un órgano representativo en el que los ciudadanos de la Comunidad Autónoma en la que finalmente se aplica no se encuentran representados”, de modo que obligar a las comunidades autónomas a aceptar decisiones en materia de reconocimiento –sobre una lista que además ha de ser necesariamente nacional y sobre cuya actividad no cabe punto de conexión alguno- supondría una vulneración de la jurisprudencia constitucional. 

En el trámite de audiencia y consulta, las comunidades autónomas han participado en la elaboración del proyecto mediante las observaciones han estimado oportunas realizar. 

3.3 IMPACTO ECONÓMICO Y PRESUPUESTARIO

3.3.1. IMPACTO ECONÓMICO GENERAL.

España es líder en producción pesquera, acuícola y de productos transformados en el ámbito de la Unión Europea. En su conjunto, se trata de un sector que produce cerca de 2 millones de toneladas y que factura más de 6.700 millones de euros.

Asimismo, España es el segundo Estado miembro en cuanto a consumo per cápita (con más de 45 kg por habitante al año), así como en gasto per cápita (más de 225 euros por habitante al año) y gasto total en hogares (más de 10.500 millones de euros). 

De cara a cubrir la demanda interna, España importa un volumen de productos de la pesca y la acuicultura (1.160.000 toneladas) que triplica el volumen de las exportaciones (460.000 toneladas), siendo el valor de dichas importaciones (4.850 millones de euros) cuatro veces superior al de las exportaciones (1.103 millones de euros).

Además, el mercado español se caracteriza por una importante diversidad en cuanto al tipo de productos de la pesca y la acuicultura que se comercializan y consumen, tanto desde el punto de vista de la variedad de especies consumidas, como desde el punto de vista del modo de producción, transformación, elaboración, presentación, origen y tipo de establecimiento en que son adquiridos/consumidor por el consumidor.

La importancia cuantitativa y cualitativa de todo lo anterior, unida a la complejidad que caracteriza a los mercados pesqueros y al proceso de comercialización pesquera, que destaca por un importante número de operadores e intermediarios, hace necesario que se adopten medidas con las que se aporte el mayor grado de transparencia a los mismos, en aras de proteger los intereses económicos de productores, transformadores y comercializadores, así como los del propio consumidor.

En este sentido, la adecuada regulación de las denominaciones comerciales y de las denominaciones de alimentos en conserva y preparados aplicables a los productos de la pesca y de la acuicultura, al aportar claridad al proceso de comercialización de los productos de la pesca y la acuicultura que entran en su ámbito de aplicación, posee un impacto positivo sobre la economía.

3.3.2. IMPACTO PRESUPUESTARIO.

Este real decreto no supondrá ni incremento ni disminución del gasto público. 

No implica incremento del gasto, dado que no altera el proceso de comercialización de los productos pesqueros a los que les es de aplicación, pues sólo establece las denominaciones comerciales nacionales y las denominaciones de alimentos en conserva y preparados de productos de la pesca y la acuicultura.

La ejecución de lo dispuesto en este proyecto de real decreto se efectuará con los medios personales y materiales destinados al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, en especial en relación a los gastos de personal, de acuerdo con lo dispuesto en el Plan de Austeridad de la Administración General del Estado. 

3.3.3. EFECTOS EN LA COMPETENCIA EN EL MERCADO.

El proyecto de real decreto no es susceptible de introducir elementos que distorsionen la competencia en el mercado. Al contrario, favorecerá la competencia al establecer como principio básico la Ley de Garantía de la Unidad de Mercado. 

En este sentido, la regulación a nivel nacional de las denominaciones comerciales y de las denominaciones de alimentos en conserva y preparados aplicables a los productos de la pesca y de la acuicultura, representa un elemento fundamental, al reunir el proyecto normativo una serie de preceptos técnicos que actualmente quedan dispersos en varias normas y, simultáneamente, al ahondar en aspectos hasta ahora no quedaban recogidos por la normativa, garantizando con ello la existencia de unos criterios de mercado claros y uniformes.

3.3.4 ANÁLISIS DE LAS CARGAS ADMINISTRATIVAS.

Por lo que respecta a la posible generación de cargas administrativas, entendidas éstas como todas aquellas tareas de naturaleza administrativa que deben llevar a cabo las personas físicas y jurídicas para cumplir con las obligaciones derivadas de la norma, debe tenerse en cuenta que los cambios que propugna el proyecto de real decreto suponen un incremento de las mismas, al contemplarse en el artículo 5 del mencionado proyecto la posibilidad de cursar una solicitud de inclusión, modificación o eliminación de denominaciones comerciales nacionales o de denominaciones de alimento en conserva o preparado. 

En este sentido, y conforme al método simplificado de medición de cargas administrativas, dichas cargas se corresponderían con la categoría o grupo 2, para las que se estima un coste unitario de 5 euros, lo que multiplicado por la población tomada como referencia, en este caso las 30 solicitudes recibidas durante el año 2018, da como resultado un importe estimado de 150 euros.

3.4 IMPACTO POR RAZÓN DE GÉNERO

El proyecto de real decreto carece de impacto por razón del género a efectos de lo previsto el artículo 26.3 f) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno por cuanto por cuanto no hay evidencias que indiquen que en el ámbito de aplicación del proyecto de real decreto, se vulneren los objetivos de las políticas de oportunidades, y en particular, la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.
 
En consecuencia, no permite modular el impacto de género a través de esta norma. 


3.5 IMPACTO SOBRE LA FAMILIA

La norma carece de impacto sobre la familia conforme la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las familias numerosas, introducida por la disposición final quinta de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia.


3.6 IMPACTO SOBRE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA

Conforme al artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en la redacción dada por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, la norma carece de tal impacto.
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